
 _____ Salta, 11 de mayo de 2015. _________________________________  
 _____ Y VISTOS: Estos autos caratulados “C/C Y.,G.B.- RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.336/14), y____________________________  
___________________________CONSIDERANO:___________________________ 
 _____ Los Dres. Guillermo Alberto Catalano, Guillermo Félix Díaz, 
Guillermo Alberto Posadas, Ernesto R. Samsón y Sergio Fabián 
Vittar, dijeron: _________________________________________________  
 _____  1º) Que a fs. 95/101, el Dr. Luis J. Chiliguay, en 
ejercicio de la defensa técnica del Sr. G.B.Y., interpone recurso 
de casación contra la resolución de la Vocalía II de la Sala V del 
Tribunal de Juicio, de fs. 83/84 vta., que deniega al imputado el 
beneficio de la suspensión del juicio a prueba formulado a fs. 1 y 
5/6 del correspondiente incidente. _______________________________  
 _____  Sostiene que la resolución recurrida ha interpretado 
erróneamente el derecho aplicable al caso. Esencialmente cuestiona 
la aplicación al caso de la reforma introducida por la Ley 7799 al 
art. 425 del C.P.P. (Ley 7690 y modificatorias) en tanto entiende 
que ya se había producido en autos el requerimiento de elevación a 
juicio y que no puede aplicarse la nueva normativa a una etapa 
procesal ya precluída, lo que vulneraría el derecho de defensa en 
juicio del imputado. Cita doctrina y jurisprudencia. Solicita que 
se revoque la resolución impugnada, mandando dar curso al pedido 
de suspensión del juicio a prueba.  ______________________________  
 _____  2º) Que en su dictamen de fs. 135/136, el Sr. Fiscal ante 
la Corte Nº 1 (int.) se pronuncia por el rechazo del recurso de 
casación en tanto, aunque le asistiría razón al recurrente en 
cuanto a la arbitrariedad en la resolución judicial que dispuso la 
aplicación del plazo introducido por la Ley 7799, se encuentra 
firme un primer argumento de la resolución cuestionada acerca de 
que ya había mediado un pronunciamiento declarando inadmisible la 
primer presentación por falta de firma del patrocinado, además de 
advertir que se trata de un caso de violencia de género en el que 
cabe la aplicación del precedente “Góngora” de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación.  __________________________________________  
 _____  3º) Que otorgada la correspondiente intervención a todos 
los interesados, en tanto el recurso fue oportunamente concedido 
(v. fs. 104 y vta.), previo a expedirse sobre los motivos invocados 
por el recurrente incumbe a esta Corte en la presente instancia 
efectuar un control de los recaudos de orden formal a los que la 
ley subordina su admisibilidad (art. 36 de la Ley 7716).  _________  
 _____ A ese respecto, se observa que ha sido presentado en término 
y por parte legitimada (v. fs. 94 vta. y 101 vta.); además la 
decisión resulta objetivamente impugnable y los motivos expuestos 
encuentran adecuación legal (arts. 466 incs. 1º y 2º, 469 inc. 5º y cc. 
del C.P.P., texto según Ley 6345 y modificatorias). Razón por la cual, 
cabe ingresar al examen de la cuestión planteada en el recurso.  __  
 _____  4º) Que de las constancias de la causa (fs. 17/18 y 52/53) 
surge que el Sr. G.B.Y. se encuentra acusado del delito de 
lesiones leves (art. 89 del C.P.) en perjuicio de su concubina, 
Sra. C.S.G..  ____________________________________________________  
 _____  5º) Que la suspensión del juicio a prueba es un beneficio 
del acusado que los jueces pueden acordar siempre que se cumplan 



los requisitos legales para obtenerla. Por su parte, los derechos 
del acusado consisten en solicitar su aplicación, obtener un 
pronunciamiento del tribunal sobre la concurrencia o no de las 
exigencias normativas al caso y, luego, de otorgarse la suspensión 
y cumplimentarse con las condiciones impuestas, en que se declare 
extinguida la acción penal (esta Corte, Tomo 173:87; 174:483; 
192:451, entre otros).  __________________________________________  
 _____  6º) Que específicamente, el 4to. párrafo del art. 76 bis 
del C.P. remite al instituto de la condena condicional, 
demostrando así la naturaleza de este nuevo beneficio; al hacerlo, 
supedita la concesión de la suspensión del juicio a prueba a "las 
circunstancias del caso" y establece que el tribunal "podrá" 
suspender la realización del juicio, lo cual implica una facultad 
-y no un deber- establecida en la ley que, claro está, debe ser 
ejercida con debida motivación y de acuerdo a los presupuestos del 
art. 26 del mencionado C.P. (esta Corte, Tomo 173:87; 194:377, 
entre otros).  ___________________________________________________  
 _____  7º) Que en el caso puntual, más allá de la consideración de 
los argumentos relativos a la aplicación o no de la reforma 
procesal introducida por la Ley 7799, o de los posibles reparos 
formales a la presentación original del recurrente, dentro de las 
facultades concedidas por la norma, y en virtud del carácter 
provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la 
sentencia definitiva, los jueces pueden concluir en la necesidad 
de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la 
certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de 
comisión, su calificación definitiva y el reproche penal que 
concretamente cabría imponer. Extremos que, de encontrar debida 
motivación, otorgan sustento jurídico suficiente a la decisión de 
denegar el beneficio (esta Corte, Tomo 164:279; 173:87, entre 
otros) en resguardo de otros intereses superiores como es la 
necesidad de dilucidar lo ocurrido. ______________________________ 
 _____  
 _____  8º) Que esta Corte tiene dicho reiteradamente que puede 
denegarse el pedido de suspensión del juicio a prueba en virtud de 
motivos jurídicamente atendibles (conf. esta Corte, Tomo 170:709; 
173:87, entre otros), para lo cual el tribunal de grado debe 
valorar las circunstancias particulares del caso. En el “sub lite” 
cabe subrayar el dictamen negativo del Ministerio Público Fiscal (fs. 
55/56 vta.), al que se suma el predicho dictamen del Sr. Fiscal 
ante la Corte (fs. 135/136), que destacaron la necesidad de 
celebrar el debate, a tenor del fallo “Góngora, Gabriel Arnaldo 
s/causa n° 14.092” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(G. 61. XLVIII, 23/04/2013) en virtud del cual, prescindir de la 
sustanciación del juicio oral y público implicaría contrariar una 
de las obligaciones internacionales que el Estado argentino asumió 
en la Convención de Belém do Pará de prevenir, investigar y 
sancionar sucesos de violencia contra la mujer, como los aquí 
considerados, por lo que corresponde el rechazo del recurso de 
casación interpuesto a fs. 95/101 por la defensa técnica del 
imputado.  _______________________________________________________   
_____El Dr. Abel Cornejo, dijo: __________________________________  



____1º) Que por razones de brevedad doy por reproducidos los 
considerandos 1º, 2º, 3º, 4º y 7º del voto de los distinguidos 
Sres. Jueces preopinantes, como así también comparto la solución 
jurídica a la que se arribó, empero deseo agregar mis propios 
fundamentos. _____________________________________________________ 
 _____  
_____2º) Que antes que nada y sin perjuicio de la opinión 
sostenida por el suscripto respecto de la materia traída a examen, 
como es la suspensión de juicio a prueba (esta Corte, Tomo: 
153:847, entre otros), y sin que implique un cambio de criterio, 
en la especie, resulta dable destacar como acertadamente lo enseña 
Hilda Marchiori: la naturaleza de la acción se refiere a la manera 
de ser de la ejecución de la acción constitutiva de cada delito. 
Es indudablemente la diferencia que va de legislación a ejecución. 
Esto es así porque cada delito tiene un valor de criminalidad, un 
hurto no tiene la misma criminalidad que un homicidio, ni un 
homicidio simple la tiene igual que uno calificado (“Las 
circunstancias para la individualización de la pena”, Marcos 
Lerner, Editora Córdoba, 1983, pág. 19). __________________________  
 _____ Por lo que en el caso de autos y en ejercicio de las 
potestades propias de la iudicatura, se observa que las 
circunstancias particulares del caso impiden conceder el beneficio 
solicitado. ______________________________________________________  
 _____ Ello es así porque el Juez debe examinar los hechos de la 
causa y su adecuación a la pretensión de derecho formulada por las 
partes encontrándose vedado resolver del modo que prescinda de las 
características peculiares que presenta el caso traído a 
consideración. ___________________________________________________  
______Entonces, siendo que el delito investigado es el de lesiones 
leves (art. 89 del C.P.) se torna necesario celebrar el debate a 
efectos del descubrimiento de la verdad real y la aplicación 
concreta de la ley penal sustantiva evitando así toda resolución 
anticipada que pueda perjudicar a la víctima de violencia de 
género, el interés general de la sociedad y el particular del 
propio acusado. __________________________________________________ 
 _____  
______3º) Que a pesar de reunir el imputado las condiciones 
formales exigidas por el art. 76 bis del C.P. además de lo 
expuesto nos encontramos con un impedimento –para conceder el 
beneficio de suspensión del juicio a prueba- de valor supralegal 
impuesto por la Convención de Belém do Pará y la Ley 26485 de 
protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales, instrumentos sobre los que el Estado 
argentino asumió el deber de velar por su cumplimiento a los fines 
de extirpar valores culturales enraizados en sentimientos de poder 
del varón sobre la mujer para de esa manera garantizar la igualdad 
entre hombres y mujeres en el ejercicio de sus derechos. __________  
_____4º) Que en el presente caso surge como posible una situación 
de violencia de género suscitada entre el imputado y la víctima, 
toda vez que conforme surge del decreto de remisión de la causa a 
juicio (ver fs. 52/53), el día 28/09/12 siendo horas 10:30, en 



circunstancias en que la víctima se encontraba en la farmacia el 
imputado le manifestó que necesitaba hablar con ella y previo a 
mantener una discusión por celos la agarró del cabello y le 
propinó varios golpes de puño en el rostro, arrastrándola por el 
suelo y golpeándola con puntapiés, provocándole lesiones lo que 
consta en el certificado médico obrante en la causa (ver fs. 24 y 
vta.).  ___________________________________________________________     
 _____ En ese marco de descripción corresponde al Estado, en virtud 
del compromiso asumido a través de las leyes antes citadas, 
dilucidar la responsabilidad del acusado la que sólo podrá ser 
determinada tras un juicio oportuno, brindando de esa forma a la 
víctima un efectivo acceso a la justicia conforme lo establece el 
art. 7º inc. f de la Convención de Belém do Pará, cuadro que 
resulta totalmente contrario al instituto de la suspensión del 
juicio a prueba. _________________________________________________  
______5º) Que en sentido similar la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación se expidió en el reciente fallo “Góngora” del 23 de 
abril de 2013 al decir que: “Teniendo en cuenta la prerrogativa 
que el derecho interno concede a los jueces respecto de la 
posibilidad de prescindir de la realización del debate, la 
decisión de la casación desatiende el contexto del artículo en el 
que ha sido incluido el compromiso del Estado de sancionar esta clase de 
hechos, contrariando así las pautas de interpretación del artículo 
31, inciso primero, de la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados ("Regla general de interpretación. l. Un tratado 
deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que 
haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de 
éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin"). Esto resulta así 
pues, conforme a la exégesis que fundamenta la resolución 
cuestionada, la mencionada obligación convencional queda 
absolutamente aislada del resto de los deberes particulares 
asignados a los estados parte en pos del cumplimiento de las 
finalidades generales propuestas en la "Convención de Belém do 
Pará", a saber: prevenir, sancionar y erradicar todas las formas 
de violencia contra la mujer (cfr. art. 7º, primer párrafo). En 
sentido contrario, esta Corte entiende que siguiendo una 
interpretación que vincula los objetivos mencionados con la 
necesidad de establecer un "procedimiento legal justo y eficaz 
para la mujer", que incluya "un juicio oportuno" (cfr. el inc. f) 
del artículo citado), la norma en cuestión impone considerar que 
en el marco de un ordenamiento jurídico que ha incorporado al 
referido instrumento internacional, tal el caso de nuestro país, 
la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en 
la instancia del debate oral es improcedente”(causa “Góngora, 
Gabriel Arnaldo s/ causa Nº 14.092”)._____________________________  
______6º) Que además fundamentalmente debe tenerse en cuenta que 
el instituto de la suspensión del juicio a prueba ha sido 
establecido a fin de evitar la celebración de la audiencia de 
debate, descomprimir el sistema judicial y evitar la 
estigmatización del imputado. Sin embargo la concesión del 
beneficio se exceptúa en algunos casos que la misma ley lo 
establece como cuando las circunstancias del caso imponen la 



necesidad de la celebración del juicio oral y público a los 
efectos de adquirir la certeza necesaria sobre el hecho, sus 
particularidades de comisión, su calificación definitiva y el 
reproche penal que concretamente cabría imponer, mas aún cuando en 
el caso de autos estaríamos ante un supuesto de violencia de 
género y en consecuencia se da cumplimiento a las distintas 
obligaciones internacionales asumidas por el Estado Argentino al 
aprobar la mencionada Convención de Belem do Pará mediante Ley 
24632 y Ley 26485.- ______________________________________________      
 _____ La Dra. Susana Graciela Kauffman de Martinelli, dijo: ______  
 _____ 1º) Que adhiero al voto del Dr. Abel Cornejo sin perjuicio 
de añadir las siguientes consideraciones. _________________________  
 _____ 2º) Que “la violencia ha sido utilizada a través de los tiempos 
como un instrumento de dominio del fuerte sobre el débil” por lo 
que la violencia doméstica, en particular, ha dejado de verse como 
un problema privado a resolver en el seno de la propia familia, 
para ser considerado un problema que afecta a la sociedad en su 
conjunto. ________________________________________________________ 
 _____  
 _____ La violencia en contra la mujer se describe como la 
manifestación más brutal de la desigualdad entre el hombre y la 
mujer en nuestra sociedad y se define como la violencia que se 
dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo de serlo, por ser 
consideradas por sus agresores carentes de los derechos mínimos de 
libertad, respeto y capacidad de decisión”.  ______________________  
 _____ Por ello debe valorarse toda denuncia de violencia doméstica 
como el posible inicio de una escalada de violencia, como un 
riesgo cierto y futuro de violencia habitual o incluso de muerte. 
No se debe confundir el primer acto de violencia con la primera 
denuncia, desconociendo que en la realidad, salvo casos de una 
primera agresión muy intensa, la mujer no se decide a denunciar 
hasta que la violencia adquiere un carácter habitual difícilmente 
soportable. La realidad demuestra que la violencia no depende sólo 
de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse en relaciones lo suficientemente estables y 
consistentes como para dar lugar al clima de dominio y 
subordinación característico de la violencia de género. ___________  
______3º) Que la Convención de Belem do Pará (año 1994) 
incorporada a nuestra legislación por Ley Nº 24632 define en su 
art. 1º la violencia de género: “La violencia contra la mujer es 
cualquier acción basada en su género, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado”. A su vez el art. 2º prescribe: 
“Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia 
física, sexual y psicológica: a) que tenga lugar dentro de la 
familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer...”. Por su parte no debe obviarse 
que el art. 5, inc. 2º) define la violencia psicológica contra la 
mujer como aquella que causa daño emocional y disminución de la 
autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o 
que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, 



creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, 
restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación 
aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia 
constante, exigencia de obediencia, sumisión, coerción verbal, 
persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, 
chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de 
circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud 
psicológica y a la autodeterminación._____________________________  
 _____ La gravedad de los hechos de violencia reside en el riesgo 
cierto y directo para la vida e integridad que se deriva del clima 
permanente de violencia, como demuestran los estudios sobre el 
“ciclo de la violencia” como estado de aumento progresivo de la 
intensidad y frecuencia, por lo que se hace imprescindible 
visualizar las futuras conductas del agresor por implicar un mayor 
riesgo para la víctima. __________________________________________  
 _____ 4º) Que tal es lo que emana, en el caso en análisis, del 
certificado médico de fs. 24 vta. en tanto además de describir los 
golpes recibidos por la Sra. C.S.G. en distintas partes de su 
cuerpo se refiere al stress psicológico y físico que padece la 
víctima “por violencia de género de alto riesgo social”. Asimismo 
el informe interdisciplinario obrante a fs. 49 y vta. si bien 
relata que la pareja continúa la convivencia y que manifiestan que 
no se produjeron nuevos incidentes se observa que la denunciante 
“teme las reacciones de su pareja y que utiliza mecanismos de 
justificación y minimización para explicar sus conductas”. 
Continúa diciendo el informe que “La presencia permanente del 
denunciado a su lado significa una presión constante para ella ya 
que brinda la oportunidad de reforzar su temor y obediencia”. En 
la última parte del informe se expresa que se considera una 
situación de riesgo teniendo como indicadores la influencia de 
G.Y. sobre C., influencia que produce que sus intentos de 
protegerse sean inestables y poco efectivos lo que la ubica en un 
lugar de vulnerabilidad tanto a ella como a su hija. ______________  
 _____ 5º) Que como ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en el caso “Góngora” (sentencia del 23/04/2013), al no 
estar cuestionada en el caso la calificación de los hechos como 
violencia contra la mujer en los términos del art. 1º de la 
Convención de Belém do Pará, siguiendo una interpretación que 
vincula a los objetivos del citado instrumento (art. 7º párr. 1: 
prevenir, sancionar y erradicar todas las formas de violencia 
contra la mujer) con la obligación convencional de establecer un 
procedimiento legal justo y eficaz para la mujer, que incluya un 
juicio oportuno (art. 7º inc. f), la Convención en cuestión impone 
considerar que en el marco de un ordenamiento jurídico que ha 
incorporado al referido instrumento internacional, tal el caso de 
nuestro país, la adopción de alternativas distintas a la 
definición del caso en la instancia del debate oral, como la 
suspensión del juicio a prueba o “probation”, es improcedente. ____  
 _____ Para el Máximo Tribunal, ese impedimento convencional surge, 
en primer lugar, de considerar que el sentido del término “juicio” 
expresado en la cláusula en examen resulta congruente con el 
significado que en los ordenamientos procesales se otorga a la 



etapa final del procedimiento criminal, en tanto únicamente de 
allí puede derivar el pronunciamiento definitivo sobre la 
culpabilidad o inocencia del imputado, es decir, verificarse la 
posibilidad de sancionar esta clase de hechos exigida por la 
Convención. En segundo término, no debe tampoco obviarse que el 
desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de 
posibilitar que la víctima asuma la facultad de comparecer para 
efectivizar el acceso efectivo al proceso (art. 7º inc. f) de la 
Convención) de la manera más amplia posible, en pos de hacer valer 
su pretensión sancionatoria. Cuestión esta última que no integra, 
en ninguna forma, el marco legal sustantivo y procesal que regula 
la suspensión del proceso a prueba. ______________________________  
 _____ Argentina suscribió significativos instrumentos 
internacionales y regionales de derechos humanos que piden al 
Estado incorporar en su legislación y en el diseño e 
implementación de las políticas públicas acciones y estrategias 
para prevenir y eliminar todas las formas de discriminación y 
violencia de género, tales como la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 
1979) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do 
Pará, 1994). _____________________________________________________  
 _____ La CEDAW insta a seguir, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra las mujeres, comprometiendo al Estado a 
adoptar todas las medidas adecuadas, incluso aquellas de carácter 
legislativo, para modificar o derogar leyes, disposiciones penales 
nacionales, reglamentos, usos y prácticas discriminatorias contra 
las mujeres. _____________________________________________________  
 _____ Asimismo, dispone que el Estado deberá tomar todas las 
medidas apropiadas para modificar aquellos patrones 
socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con el objetivo 
de eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de 
cualquier otra índole que estén basados en la idea de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en 
funciones estereotipadas de hombres y mujeres. ____________________  
 _____ De manera mucho más específica, en el año 2008, el Comité de 
Expertas del Mecanismo de Seguimiento de Implementación de la 
Convención de Belém do Pará (MESECVI), encargado de examinar los 
avances realizados por los Estados Parte en relación a los 
objetivos y disposiciones de dicha normativa, recomendó a los 
Estados que deroguen las disposiciones que permiten el uso de 
métodos de mediación o conciliación en los casos de violencia 
contra las mujeres, “considerando las desiguales condiciones de 
poder entre las partes que puede llevar a la denunciante a aceptar 
acuerdos que no desea o que no tienden a terminar con dicha 
violencia”. Asimismo, que aseguren a las mujeres víctimas el 
acceso a la justicia en aquellos países donde las denuncias se 
resuelven en instancias diferentes a la judicial o donde se 
privilegian los métodos de conciliación o mediación para evitar 
que el caso llegue a la justicia. ________________________________  



 _____ 6º) Que en nuestro país la sanción de la Ley 26485 de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus 
Relaciones Interpersonales (11/03/09) vino a saldar, en este 
sentido, una deuda con las mujeres, y a llenar un vacío normativo 
e institucional en la lucha contra la problemática, interpelando 
al Estado a promover y garantizar el derecho de las mujeres a 
vivir una vida libre de violencias. ______________________________  
 _____ Fundamentalmente, institucionaliza un nuevo paradigma al 
promover un cambio estructural de las políticas públicas de género 
impulsando una reorganización y reasignación de competencias en 
los distintos niveles y poderes del Estado, y promoviendo la 
remoción de prácticas y patrones socioculturales que sostienen y 
legitiman la desigualdad de género y las relaciones de poder sobre 
las mujeres. _____________________________________________________  
 _____ 7º) Que por todo lo expuesto dejo expresado mi voto en el 
sentido de no hacer lugar al recurso de casación interpuesto a fs. 
95/101. __________________________________________________________  
______ Por lo que resulta de la votación que antecede, ____________  
_______________________LA CORTE DE JUSTICIA, ______________________  
____________________________RESUELVE:_____________________________  
 _____  I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 
95/101.  _________________________________________________________  
 _____  II. MANDAR que se registre, notifique y, oportunamente, 
bajen los autos.  ________________________________________________  
  
  
(Fdo.: Dres. Guillermo A. Posadas -Presidente-, Guillermo A. 
Catalano, Abel Cornejo, Sergio Fabián Vittar, Guillermo Félix 
Díaz,  Susana Graciela Kauffman de Martinelli y Ernesto R. Samsón 
-Jueces de Corte-. Ante mí: Dra. Mónica Vasile de Alonso –
Secretaria de Corte de Actuación-). 
  

  
11 de mayo de 2015. 
  
“C/C Y.,G.B.- RECURSO DE CASACIÓN”  
37.336/14 
  
  
El Dr. Luis J. Chiliguay, en ejercicio de la defensa técnica del 
Sr. G.B.Y., interpone recurso de casación contra la resolución de 
la Vocalía II de la Sala V del Tribunal de Juicio, de fs. 83/84 
vta., que deniega al imputado el beneficio de la suspensión del 
juicio a prueba formulado a fs. 1 y 5/6 del correspondiente 
incidente.  

  

  



Que la suspensión del juicio a prueba es un beneficio del acusado 

que los jueces pueden acordar siempre que se cumplan los 

requisitos legales para obtenerla. Por su parte, los derechos del 

acusado consisten en solicitar su aplicación, obtener un 

pronunciamiento del tribunal sobre la concurrencia o no de las 

exigencias normativas al caso y, luego, de otorgarse la suspensión 

y cumplimentarse con las condiciones impuestas, en que se declare 

extinguida la acción penal (esta Corte, Tomo 173:87; 174:483; 

192:451, entre otros). 

  
Asimismo, que aseguren a las mujeres víctimas el acceso a la 

justicia en aquellos países donde las denuncias se resuelven en 

instancias diferentes a la judicial o donde se privilegian los 

métodos de conciliación o mediación para evitar que el caso llegue 

a la justicia. 
  
Que en nuestro país la sanción de la Ley 26485 de Protección 
Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones 
Interpersonales (11/03/09) vino a saldar, en este sentido, una 
deuda con las mujeres, y a llenar un vacío normativo e 
institucional en la lucha contra la problemática, interpelando al 
Estado a promover y garantizar el derecho de las mujeres a vivir 
una vida libre de violencias. 
  

  

Fundamentalmente, institucionaliza un nuevo paradigma al promover un 

cambio estructural de las políticas públicas de género impulsando 

una reorganización y reasignación de competencias en los distintos 

niveles y poderes del Estado, y promoviendo la remoción de 

prácticas y patrones socioculturales que sostienen y legitiman la 

desigualdad de género y las relaciones de poder sobre las mujeres. 
  
  
 I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 
95/101.  
 II. MANDAR que se registre, notifique y, oportunamente, bajen los 
autos 
 


